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A LA PLAZA DE LA SECCIÓN DE INSTRUCCIÓN DEL TRIBUNAL DE 

INSTANCIA DE MADRID QUE POR TURNO CORRESPONDA 

DOÑA PATRICIA ROSCH IGLESIAS, Procuradora de los Tribunales de DOÑA, 

VICTIMA mayor de edad, provista de D.N.I. nº, con domicilio a efectos de 

notificaciones el del letrado en Huesca, calle San Jorge Nº 50, 3º A, bajo la 

dirección letrada de DON JORGE PIEDRAFITA PUIG, cuya representación 

procesal y dirección letrada se acredita mediante apud acta electrónico especial, 

respetuosa ante el Juzgado comparece y, como mejor proceda en Derecho, 

DICE: 

Que por medio del presente escrito se formula interposición de QUERELLA 

CRIMINAL por los delitos de: 

- AGRESIÓN SEXUAL CON PENETRACIÓN (Arts. 178 y 179 CP) 

- COACCIONES (Art. 172.1 CP)  

- LESIONES PSÍQUICAS (Art. 147.1 CP) 

- MALVERSACIÓN DE CAUDALES PÚBLICOS (Art 432 CP) 

Con la concurrencia de la circunstancia AGRAVANTE DE ABUSO DE 

SUPERIORIDAD (Art. 22.2 CP) en todos ellos, contra: 

 

DON JOSÉ ÁNGEL GONZÁLEZ JIMÉNEZ, mayor de edad, con D.N.I. nº, 

Comisario Principal de la Policía Nacional y, en la fecha de los hechos (23 de 

abril de 2025), ostentando el cargo de Director Adjunto Operativo (DAO) de la 

Policía Nacional, máxima autoridad uniformada del Cuerpo. 

La presente querella se fundamenta en los siguientes: 

 

 

 

HECHOS 
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PRIMERO.- La querellante, Dª. Víctima, funcionaria de carrera de la Policía 

Nacional, mantuvo en el pasado durante un período temporal determinado una 

relación de afectividad con el querellado, D. José Ángel González Jiménez. 

Dicha relación estuvo caracterizada desde su inicio por una asimetría de poder 

institucional manifiesta, dado que el querellado ostentaba la máxima 

responsabilidad operativa dentro del Cuerpo Nacional de Policía en su condición 

de Director Adjunto Operativo (DAO), posición desde la cual ejercía autoridad 

jerárquica directa e indirecta sobre la totalidad de los funcionarios policiales en 

servicio activo, incluida la víctima con rango de empleo inferior. 

Esta situación de subordinación institucional fue sistemáticamente 

instrumentalizada por el querellado para generar y mantener una dinámica 

relacional de control, dominación y sumisión psicológica sobre la víctima, quien 

en múltiples ocasiones manifestó su voluntad inequívoca de finalizar la relación, 

viéndose impedida para materializar efectivamente dicha decisión debido a: 

a) La presión psicológica ejercida mediante la invocación reiterada de su 

autoridad jerárquica. 

b) El temor fundado a represalias profesionales derivadas de su posición de 

poder. 

c) La utilización de recursos materiales y humanos del Cuerpo para mantener 

contacto y control sobre la víctima. 

La relación finalizó definitivamente por decisión unilateral de la querellante, 

circunstancia que el querellado no aceptó, iniciando a partir de entonces una 

conducta obsesiva de acoso y contacto no deseado que culminó con los 

gravísimos hechos objeto de la presente querella. 

SEGUNDO.- El día 23 de abril de 2025, encontrándose la víctima prestando 

servicio activo ordinario en horario de tarde en la Comisaría Local de Coslada 

(Madrid), recibió a partir de las 14:15 horas múltiples llamadas telefónicas del 

querellado, D. José Ángel González Jiménez, requiriendo su presencia de forma 

inmediata y perentoria. 
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Ante la negativa inicial y reiterada de la víctima, quien alegó razones laborales 

obvias (encontrarse en servicio activo), el querellado, haciendo uso explícito de 

su autoridad institucional, le instó e instruyó para que abandonara su puesto de 

trabajo utilizando un vehículo policial camuflado de la comisaría de Coslada, con 

la finalidad de reunirse con él con carácter urgente. 

Posteriormente, y abusando de forma flagrante de los recursos públicos 

adscritos a su cargo, el querellado ordenó que la víctima fuera trasladada 

mediante vehículo oficial de la citada Comisaría de Coslada (modelo Renault 

Kadjar, matrícula 1451 LHC, color gris), conducido por la querellante, hasta un 

restaurante donde se encontraba comiendo con el Comisario D. ÓSCAR SAN 

JUAN GONZÁLEZ  sobre las 16:30 horas la víctima se une a la mesa del 

querellado y del Comisario Oscar, en la que ambos ya estaban tomando la copa. 

Al finalizar la misma, el querellado le dice al Comisario Oscar que se vaya con 

su conductor y ordena a la víctima que lo lleve a su domicilio oficial en el citado 

vehículo oficial camuflado  Renault Kadjar, sito en Calle Alberto Alcocer nº 8, 2º 

B de Madrid, vivienda de titularidad pública adscrita al cargo de Director Adjunto 

Operativo de la Dirección General de la Policía. 

Una vez el vehículo oficial se detuvo frente al inmueble, durante un período de 

tiempo estimado en 15 a 20 minutos, el querellado dentro del interior del vehículo 

oficial camuflado propuso a la víctima subir a la vivienda, negándose esta de 

forma verbal, expresa y reiterada a subir al domicilio del querellado, 

manifestando su incomodidad con la situación y su deseo inequívoco de 

marcharse y regresar a su puesto de trabajo. 

El querellado desplegó durante este tiempo una intensa presión psicológica, 

insistiendo de forma obsesiva y manipulativa hasta lograr doblegar la voluntad 

de la víctima, diciendo que sólo iban hablar, que no podían hacerlo en el vehículo 

porque les podía ver alguien, el portero o sus vecino, accediendo finalmente la 

víctima a subir al inmueble bajo el pretexto explícito y la promesa del querellado 

de que únicamente iban "a hablar sobre nosotros dos". 

Por lo que la víctima procede aparcar el vehículo y sube seguidamente a la 

vivienda. 
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Una vez en el interior del domicilio oficial sito en Calle Alberto Alcocer nº 8, 2º B, 

y concretamente en la cocina del mismo, el querellado sirvió dos copas de 

cerveza e inició de forma inmediata un acercamiento físico de naturaleza sexual 

hacia la víctima, acercamiento que fue rechazado de forma verbal, expresa, 

rotunda y continuada por la víctima en todo momento. 

A partir de ese momento, y pese a las negativas inequívocas, claras y 

persistentes de la querellante, el querellado desplegó una conducta agresiva de 

naturaleza sexual caracterizada por violencia física e intimidación ambiental, 

aprovechándose de la situación de aislamiento, superioridad física y autoridad 

institucional que ostentaba sobre la víctima. 

Los hechos que se denuncian y resultan sustentados por la grabación de audio 

que se aporta, consisten en que en el interior de la vivienda el querellado 

manifiesta la víctima que no puede irse de la misma con exabruptos, así como la 

insistencia en la práctica de actos sexuales que la víctima rechaza de forma 

expresa en todo momento, pese a lo que el querellado de forma insistente toca 

con su mano en la vagina a la víctima, le introduce los dedos y comienza a 

masturbarla, mientras exclama que le bese, la víctima le dice que se está 

negando en serio a lo que el querellado le dice que está gilipollas, y continua con 

su acción intentando doblegar la voluntad de la víctima, que reitera su negativa 

expresa, pese a lo que el querellado le dice que hacen el amor y se van, siendo 

nuevamente rechazado por la víctima que se va y no quiere hacer nada, lo que 

es impedido por el querellado que le sujeta y amenaza con forzarla y pidiendo 

que lo haga por él,  procediendo este a bajar el pantalón a la víctima de forma 

inconsentida y sorpresiva, procediendo a meter la mano de nuevo e 

introduciendo los dedos en la vagina, mientras con su otra mano, cogía la mano 

de la víctima y se la llevaba a su miembro erecto para que le tocara, mientras 

exclama que la víctima no puede dejarle, que le toque, que tiene muchas ganas 

de estar con ella, de mantener relaciones sexuales y que le está suplicando 

mucho, lo que la víctima de forma reiterada expresa y nítida rechaza.  

Instantes después, el querellado saca los dedos del interior de la vagina, se 

acerca al grifo de la cocina, lo abre y se lava la mano. 
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Inmediatamente tras conseguir zafarse del querellado y poder abandonar el 

domicilio del querellado, la víctima recogió el vehículo policial camuflado que 

había utilizado para desplazarse hasta el lugar, se dirigió a la Comisaría Local 

de Coslada donde prestaba servicio, dejó el vehículo, y se dirigió a su domicilio 

particular. 

Una vez en su domicilio, sufrió una crisis de ansiedad severa caracterizada por 

llanto incontrolado, temblores, hiperventilación, sensación de irrealidad y 

bloqueo emocional, sintomatología reactiva inmediata compatible con la vivencia 

de una agresión sexual traumática. 

Ello sumado a que el querellado le realizó distintas llamadas de recriminación, 

así como el envío continuo de mensajes que se adjuntan. 

Inmediatamente tras los hechos del 23 de abril de 2025, el querellado inició una 

campaña sistemática, obsesiva e intensiva de acoso telefónico y manipulación 

psicológica sobre la víctima orientada a múltiples objetivos concurrentes: 

a) Mantener el control sobre la víctima. 

b) Minimizar la gravedad de su conducta delictiva. 

c) Culpabilizar a la víctima de lo sucedido. 

d) Impedir que la víctima interpusiera denuncia por los hechos. 

e) Ofrecer compensaciones laborales como "precio del silencio". 

 

Esta conducta coaccionadora se materializó en las siguientes acciones 

concretas que se relatan de forma cronológica. 

1. ACOSO TELEFÓNICO INMEDIATO (23 de abril de 2025): 

Sobre las 20:43 horas del mismo día 23 de abril, el querellado comenzó a realizar 

llamadas telefónicas compulsivas al teléfono móvil de la víctima, realizando un 

total de 17 llamadas telefónicas en un intervalo temporal breve, ninguna de las 

cuales fue atendida por la querellante. 
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Se adjunta como prueba documental el listado de llamadas recibidas y pueden 

ser verificadas en el términal y línea de la víctima. 

2. MENSAJES INTIMIDATORIOS Y CULPABILIZADORES (23-24 de abril de 

2025): 

Ante la ausencia de respuesta telefónica, el querellado envió mensajes de 

WhatsApp de contenido manipulativo, minimizador de los hechos y 

culpabilizador hacia la víctima, utilizando expresiones como: 

- "Estás gilipollas" 

- "Borrica" 

- "Me he comportado como una gilipollas y como una borrica" 

- "Me recrimina lo que le he hecho y manifestándome que él nunca me haría lo 

que le he hecho yo de dejarle tirado" 

Intentó mediante estos mensajes invertir los roles de agresor y víctima, 

presentándose a sí mismo como la parte perjudicada. 

La víctima indicó por WhatsApp que no quería hablar con él, expresando: "Ha 

traspasado una línea roja". Se adjuntan los mensajes así como el terminal está 

a disposición del juzgado para su transcripción y verificación. 

3. UTILIZACIÓN DE MÚLTIPLES TERMINALES TELEFÓNICOS (24 de abril y 

siguientes): 

El día 24 de abril de 2025, el querellado utilizó no solo su teléfono personal, sino 

también los teléfonos oficiales del despacho del Director Adjunto Operativo para 

realizar llamadas a la víctima, evidenciando: 

- El uso de medios públicos para fines privados y espurios. 

- La intención de eludir el bloqueo telefónico de la víctima. 

- La obsesión por contactar con ella a toda costa. 

Se adjunta listado de llamadas recibidas y las mismas pueden ser verificadas por 

medio del operador telefónico. 
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4. CAMPAÑA DE ACOSO CONTINUADO (mayo de 2025): 

Durante los días 20, 21 y 22 de mayo de 2025, el querellado realizó nuevamente 

numerosas llamadas desde su teléfono personal y desde dos de los teléfonos de 

sus despachos oficiales hacia la víctima, manteniéndose la conducta obsesiva 

de contacto no deseado. 

Se adjunta registro de llamadas y el terminal queda a disposición del juzgado 

para su verificación. 

5. CONVERSACIÓN INTIMIDATORIA DEL 22 DE MAYO DE 2025: 

El día 22 de mayo, tras días de insistencia mediante llamadas y mensajes, y ante 

la manifestación por parte de la víctima de su intención de denunciar los hechos, 

el querellado consiguió que la víctima accediera a hablar telefónicamente con él. 

Durante dicha conversación, el querellado: 

- Negó inicialmente los hechos del 23 de abril  

- Posteriormente, minimizó los hechos afirmando: "antes nunca había pasado, el 

que me negaras el sexo". 

- Profirió amenazas veladas de consecuencias profesionales mediante la 

expresión: "Vete a la mierda, vete a la mierda. Me arrepiento de haberte 

conocido. Eres lo peor que me ha pasado. Ven a verme a ver qué te puedo dar" 

(en referencia a un determinado puesto de trabajo). 

6. CONTINUAN LAS LLAMADAS A LA VÍCTIMA EL 12 DE JUNIO DE 2025: 

El día 12 de mayo, prosigue la insistencia de llamadas, tras la comunicación 

anterior de mayo y ante la ausencia de respuesta de la víctima.  

7. INTERVENCIÓN DE TERCERO: PRESIONES LABORALES A TRAVÉS DE 

D. ÓSCAR SAN JUAN GONZÁLEZ (julio de 2025): 

En fecha 7 de julio de 2025, la víctima recibió cinco (5) llamadas del teléfono 

personal de D. Óscar San Juan González, Comisario de la Policía Nacional y 

asesor directo del DAO, las cuales no respondió. 
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El día 13 de julio de 2025, D. Óscar San Juan mantuvo conversación telefónica 

con la víctima, en la cual le propuso textualmente que "elija a qué destino/puesto 

de trabajo quiero ir y que cuando lo tenga pensado se lo mande por wasap". 

En ese momento, la víctima le manifestó expresamente que lo sucedido no iba 

a quedar así y que tendría las consecuencias procedentes por las agresiones, 

faltas de respeto y abusos sufridos por José Ángel González, a lo que el citado 

San Juan contestó: "que no sabe de qué hablo y que solo me llama para saber 

mis intereses", añadiendo literalmente: "Tú me llamas porque él te ha dicho que 

me llames". 

La víctima respondió: "NO CONTESTO A SU PROPOSICIÓN". 

Se adjuntará audio completo de la conversación como prueba documental 

fundamental cuando el juzgado determine el momento del cotejo. 

Esta conducta constituye inequívocamente un intento de coacción mediante 

oferta de compensación laboral (destino a elección) a cambio del silencio de la 

víctima, utilizando a un subordinado directo para evitar la denuncia y "tapar" el 

escándalo público que se derivaría de la interposición de la presente querella. 

8. NUEVAS LLAMADAS INTIMIDATORIAS (14 y 24 de julio de 2025): 

- El día 14 de julio, la víctima recibió una (1) llamada del teléfono del despacho 

de José Ángel González y una (1) de su teléfono personal. 

- El día 24 de julio, coincidiendo con su destino a la Subdirección de Recursos 

Humanos y Formación en la calle Miguel Ángel número 5 de Madrid (misma sede 

donde trabaja el querellado, sede de la Dirección General de la Policía), cuando 

la víctima se encontraba incorporándose al nuevo puesto de trabajo y 

concretamente en el despacho de la subdirectora de recursos humanos y 

formación, recibió llamada del teléfono del despacho de José Ángel González. 

Al no contestar, la víctima comunicó a la subdirectora Dª Gema Barroso que no 

se encontraba en condiciones de trabajar por salud mental, momento en el que 

fue puesta a disposición del equipo de apoyo psicosocial, del cual está siendo 

asistida y se encuentra de baja laboral con el armamento retirado, 

manteniéndose esta situación a la fecha de interposición de la presente querella. 
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Dichos daños y baja laboral son debidos a los hechos denunciados y a la 

continua y coordinada una campaña sistemática de presión psicológica, acoso 

telefónico, manipulación emocional y ofrecimiento de compensaciones laborales 

ilícitas, todo ello orientado a impedir que la víctima ejerciera su legítimo derecho 

a denunciar los hechos delictivos sufridos y a doblegar su voluntad mediante 

intimidación ambiental derivada de su posición de poder institucional. 

Como consecuencia directa e inmediata de la agresión sexual sufrida el 23 de 

abril de 2025 y del acoso posterior desplegado por el querellado, la víctima ha 

sufrido un grave menoscabo de su salud mental e integridad psíquica, que ha 

requerido y requiere tratamiento médico especializado y que ha determinado 

finalmente tras semanas de somatización interna su incapacidad temporal para 

el desempeño de sus funciones profesionales. 

La sintomatología presentada ha sido diagnosticada como trastorno ansioso-

depresivo reactivo a agresión sexual, caracterizado por: 

- Crisis de ansiedad recurrentes. 

- Sintomatología depresiva. 

- Insomnio y alteraciones del sueño. 

- Pensamientos intrusivos recurrentes sobre la agresión. 

- Evitación de lugares y situaciones relacionadas con el agresor. 

- Hipervigilancia y estado de alerta constante. 

- Afectación severa de su capacidad funcional laboral y social. 

Ello con la siguiente Cronología de la asistencia médica y baja laboral, cuya 

documentación se ratificará por el punto de asistencia. 

1. Fecha 2 de junio de 2025: La víctima se pone en contacto con el Punto de 

Violencia de Rivas Vaciamadrid municipal para recibir asesoramiento, donde 

está siendo asistida por psicólogas y asistente jurídico hasta la intervención del 

letrado actuante. 

2. Fecha 24 de julio de 2025: Puesta a disposición del equipo de apoyo 

psicosocial de la Dirección General de la Policía por Dª Gema Barroso, 
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subdirectora de Recursos Humanos y Formación, tras manifestar su incapacidad 

para trabajar por afectación de salud mental. 

3. Fecha 28 de julio de 2025: BAJA MÉDICA por Incapacidad Temporal derivada 

directamente de la sintomatología ansioso-depresiva reactiva a la agresión 

sexual y acoso posterior sufridos, situación de baja laboral que se mantiene en 

la actualidad 

Los que se podrá corroborar mediante la prueba documental que deberá ser 

aportada mediante s remisión tras el oficio judicial: 

- Partes de baja médica. 

- Informes médicos y psicológicos del Punto de Violencia de Rivas Vaciamadrid. 

- Informes del equipo de apoyo psicosocial de la DGP. 

- Documentación médica completa que acredita el nexo causal entre la agresión 

del 23 de abril y el daño psíquico sufrido. 

La conducta delictiva del querellado se caracteriza por el aprovechamiento 

sistemático, deliberado y flagrante de su posición de superioridad jerárquica 

institucional y de los medios materiales y humanos inherentes a su cargo público, 

circunstancia que concurre y agrava la responsabilidad penal en la totalidad de 

los delitos cometidos. 

La agravante de abuso de superioridad concurre dado que el querellado como 

sujeto activo se aprovecha de una situación de supremacía o ventaja frente a la 

víctima, operando esta superioridad para facilitar la comisión del delito y debilita 

las posibilidades de defensa de esta. 

En el presente caso, la superioridad se manifiesta en múltiples dimensiones 

concurrentes: 

El querellado ostentaba en la fecha de los hechos (23 de abril de 2025) y 

mantiene en la actualidad el cargo de Director Adjunto Operativo de la Policía 

Nacional, máxima autoridad uniformada del Cuerpo Nacional de Policía, 

ejerciendo autoridad jerárquica directa e indirecta sobre la totalidad de los más 

de 70.000 funcionarios policiales en servicio activo en todo el territorio nacional, 

entre ellos la víctima. 
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Esta posición de poder institucional generó en la víctima: 

- Temor a represalias profesionales. 

- Dificultad para negarse a sus requerimientos. 

- Inhibición para denunciar los hechos por miedo a consecuencias en su carrera 

profesional. 

- Estado de vulnerabilidad psicológica y sometimiento. 

El querellado utilizó recursos públicos adscritos a su cargo para facilitar la 

comisión de los delitos: 

- Vehículo oficial de la Comisaría de Coslada (Renault Kadjar, matrícula 1451 

LHC) para trasladar a la víctima. 

- Conductor oficial puesto a disposición de sus fines privados. 

- Asesor oficial  del DAO (Comisario D. Óscar San Juan) puesto a disposición de 

sus fines privados. 

- Vivienda oficial adscrita al cargo de DAO como lugar de comisión de la agresión 

sexual. 

- Teléfonos oficiales del despacho del DAO para realizar acoso telefónico 

posterior. 

El querellado utilizó a su subordinado directo y asesor, Comisario D. Óscar San 

Juan González, Comisario y asesor del DAO, para ejercer presiones sobre la 

víctima mediante el ofrecimiento de destinos laborales a elección a cambio de 

su silencio, constituyendo un intento de "compra" del silencio de la víctima 

mediante dádivas profesionales derivadas del poder institucional del querellado. 

Durante la comisión de la agresión sexual, el querellado invocó expresamente 

su cargo mediante expresiones como "Oye, que soy el DAO", generando una 

intimidación ambiental añadida a la violencia física desplegada, recordando a la 

víctima su posición de subordinación institucional incluso en el momento de la 

agresión. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Los hechos descritos presentan, prima facie, sin perjuicio de ulterior calificación  

elementos constitutivos de los siguientes delitos: 

PRIMERO.- DELITO DE AGRESIÓN SEXUAL  (artículo 178 y 179 del Código 

Penal)  

El art. 179 CP, en relación con el art. 178 CP, sanciona como violación la 

agresión sexual que consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, 

o en la introducción de miembros corporales u objetos por vía vaginal o 

anal, cuando el acto se realiza sin consentimiento. Tras la reforma de la LO 

10/2022 (y ajuste de la LO 4/2023), el eje del tipo es el consentimiento, que 

solo existe cuando se manifiesta libremente mediante actos que expresen de 

forma clara la voluntad de participar en el acto sexual; en consecuencia, la 

realización del acto sexual sin esa voluntad afirmativa libre y clara integra la 

agresión sexual, y si incluye penetración en los términos del art. 179.1 CP, 

configura la violación. 

En los hechos denunciados concurre el elemento objetivo del art. 179.1 CP, 

pues se relata un acto de penetración consistente en “acceso carnal de 

penetración por medio de los dedos en la vagina”, conducta subsumible en 

la introducción de miembros corporales por vía vaginal prevista 

expresamente en dicho precepto. Concurre igualmente la ausencia de 

consentimiento, al afirmarse que la víctima había exteriorizado “de forma clara, 

nítida y rotunda” su negativa a mantener relaciones sexuales con el querellado, 

pese a lo cual este ejecuta el acto de penetración. Ese dato, tal como se expone, 

excluye que pueda sostenerse una participación voluntaria, situando la conducta 

en el núcleo típico del art. 178 CP proyectado sobre el art. 179 CP: penetración 

sin consentimiento. 

Asimismo, el relato incorpora elementos fácticos que, de acreditarse, permiten 

sostener la aplicación del art. 179.2 CP por la concurrencia de violencia y/o 

intimidación: se afirma que el querellado “bajó el pantalón de forma violenta” 

a la víctima, y que “se prevaleció de su autoridad como máximo cargo de la 

Policía Nacional” para forzar el encuentro y conducirla a un “espacio” donde 

consumar la acción. Tales extremos describen, en términos típicos, un escenario 
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de imposición del acto sexual incompatible con un consentimiento libre, pudiendo 

integrar la modalidad agravada por violencia y/o intimidación del art. 179.2 CP. 

En cuanto al elemento subjetivo, la conducta descrita es dolosa: se atribuye al 

querellado la realización consciente e intencionada del acto de penetración, 

con conocimiento de la negativa previa expresa de la víctima, lo que, en el 

plano típico, evidencia la conciencia de ausencia de consentimiento (o, como 

mínimo, la aceptación de su ausencia) exigida por el tipo. 

Los hechos denunciados se encuadran, prima facie, en un delito de agresión 

sexual con penetración (violación) del art. 179.1 CP, en relación con el art. 

178 CP, y, además, presentan notas fácticas compatibles con la modalidad del 

art. 179.2 CP por violencia y/o intimidación, que se concretarán y acreditarán 

en fase de instrucción al encontrarnos ante un acceso carnal de penetración por 

medio de los dedos en la vagina, tras bajar el querellado a la víctima el pantalón 

de forma violenta a la víctima, que de forma clara, nítida y rotunda le había 

exteriorizado su negativa a mantener relaciones sexuales con el querellado, que 

se prevaleció de su autoridad como máximo cargo de la Policía Nacional para 

forzar el encuentro con la víctima y llevarla a un espacio donde poder consumar 

la acción denunciada de forma claramente consciente e intencionada. 

SEGUNDO.- DELITO DE LESIONES PSICOLÓGICAS (artículo 147 del 

Código Penal)  

El art. 147.1 CP sanciona al que, “por cualquier medio o procedimiento”, causare 

a otro una lesión que menoscabe su integridad corporal o su salud física o 

mental, siempre que la lesión requiera objetivamente para su sanidad, además 

de una primera asistencia facultativa, tratamiento médico o quirúrgico, 

precisando el precepto que la mera vigilancia o seguimiento no constituye 

tratamiento. De su tenor literal se desprende que la salud psíquica integra 

expresamente el bien jurídico protegido (“salud física o mental”), por lo que las 

lesiones psicológicas son típicas cuando concurren: (i) conducta lesiva, (ii) 

resultado de menoscabo de salud mental con entidad clínicamente relevante 

y (iii) necesidad objetiva de tratamiento más allá de la primera asistencia, con 

el correspondiente nexo causal. 
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En los hechos denunciados, el elemento objetivo del tipo aparece descrito, en 

tanto se atribuye al querellado un comportamiento consistente en una agresión 

física y un posterior hostigamiento psicológico hacia la víctima tras su 

negativa a mantener relaciones sexuales. Tales conductas, por su propia 

naturaleza, son idóneas para incidir en la esfera psíquica y, según el relato, han 

desembocado en un resultado típico de menoscabo de la salud mental, 

concretado en: (a) baja laboral de la víctima y (b) tratamiento psicológico en 

la actualidad, habiéndose acordado además la retirada de armamento policial. 

Este último dato, en cuanto medida funcional vinculada al estado psicofísico, 

constituye un indicio periférico relevante del impacto en la salud mental, sin 

perjuicio de que su fuerza probatoria dependa de su soporte documental. 

En cuanto al nexo causal, la imputación del resultado exige que el menoscabo 

psíquico y la necesidad de tratamiento se conecten de forma suficiente con la 

conducta descrita (agresión/hostigamiento). En lesiones psíquicas esta conexión 

requiere, por regla, objetivación clínica y delimitación temporal: que el trastorno 

o alteración aparezca y se explique razonablemente como consecuencia del 

hecho denunciado, descartando o ponderando factores previos o concurrentes. 

El elemento subjetivo es doloso: basta, a estos efectos, que el autor conozca 

que su conducta es apta para menoscabar la salud mental y, aun así, actúe 

aceptando ese resultado (dolo eventual), cuestión que deberá inferirse de la 

dinámica fáctica acreditada. 

Los hechos denunciados son subsumibles, prima facie, en el delito de lesiones 

del art. 147.1 CP por menoscabo de la salud mental con tratamiento 

psicológico, sin perjuicio de que la calificación (147.1 vs 147.2) quede 

condicionada a la acreditación médico-pericial de (i) la entidad clínica del 

menoscabo, (ii) la necesidad objetiva de tratamiento y (iii) la relación causal con 

los hechos. 

Un esquema que es plenamente trasladable a los hechos denunciados, dado 

que el querellado como sujeto activo menoscaba la salud mental de la víctima 

como sujeto pasivo mediante la agresión física y posterior hostigamiento 

psicológico a la víctima tras su negativa a mantener relaciones sexuales, 
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provocando dichos daños la baja laboral de la víctima y el tratamiento psicológico 

con retirada de armamento policial en la actualidad. 

TERCERO.- (COACCIONES (Art. 172 CP) 

El art. 172.1 CP tipifica el delito de coacciones cuando, sin estar 

legítimamente autorizado, el autor impide a otro con violencia hacer lo que 

la ley no prohíbe, o le compele con violencia a efectuar lo que no quiere, sea 

justo o injusto. El bien jurídico protegido es la libertad de obrar o de 

determinación. El tipo exige, por tanto, una conducta actual e idónea para 

restringir esa libertad, mediante violencia en sentido amplio (física, 

intimidatoria o sobre las cosas), con intensidad suficiente para doblegar la 

voluntad de la víctima; en caso contrario, la conducta puede reconducirse a 

coacciones leves o incluso a la atipicidad penal. 

En los hechos denunciados se describe una dinámica compatible con la 

modalidad típica de “compeler”: se afirma la existencia de una continua 

intimidación por parte del querellado y de su asesor sobre la víctima “para que 

no ejercite su derecho legal a la denuncia” por los hechos graves sucedidos. 

Ese objetivo fáctico —evitar que la víctima denuncie— encaja en el verbo típico 

“impedir” (que ejercite una conducta lícita) y/o “compeler” (que realice la 

conducta no querida de abstenerse de denunciar), pues se dirige a restringir de 

forma ilegítima la libertad de la víctima para ejercitar acciones legales. 

El elemento nuclear a efectos de tipicidad es el medio comisivo: el art. 172 CP 

exige violencia en sentido amplio, incluyendo intimidación (vis compulsiva) 

cuando la presión psíquica sea suficientemente seria e idónea para doblegar la 

voluntad y producir una imposición efectiva de conducta. A este respecto, el 

relato subraya un contexto de vulnerabilidad de la víctima por (i) inferioridad 

jerárquica frente al querellado y (ii) la posición de este como “máximo mando”, 

así como (iii) el estado de afectación derivado de los daños psicológicos 

vinculados a la agresión sexual previamente denunciada. Tales circunstancias, 

siempre en el plano del encaje típico, son relevantes para valorar la idoneidad 

intimidatoria de la presión descrita. 
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Asimismo, concurre el elemento negativo del tipo (“sin estar legítimamente 

autorizado”), pues no existe cobertura normativa que ampare presionar o 

intimidar a una víctima para que renuncie a ejercitar el derecho a denunciar. 

En cuanto al elemento subjetivo, el tipo exige dolo: conocimiento y voluntad de 

emplear violencia/intimidación para impedir o compeler la conducta ajena. El 

propio hecho atribuido (“intimidación… para que no ejercite su derecho legal a la 

denuncia”) describe una finalidad directamente alineada con el tipo, esto es, la 

restricción deliberada de la libertad de obrar de la víctima. 

Los hechos relatados son prima facie subsumibles en un delito de coacciones 

del art. 172.1 CP, en la medida en que se afirma una intimidación continuada 

dirigida a impedir que la víctima realice un acto lícito (denunciar) o a compelerla 

a abstenerse de hacerlo, sin cobertura legítima. La concreta delimitación entre 

tipo básico y eventual modalidad leve dependerá de la intensidad y eficacia de 

la intimidación acreditada. Al materializarse una continua intimidación por parte 

del querellado y de su asesor sobre la víctima para que no ejercite su derecho 

legal a la denuncia por los graves hechos sucedidos. Cuando dicha víctima se 

encuentra en una situación de vulnerabilidad tanto por su inferioridad jerárquica 

y el inmenso poder del querellado como máximo mando y encontrarse bajo los 

daños psicológicos de la agresión sexual. 

CUARTO.- DELITO DE MALVERSACIÓN DE CAUDALES PÚBLICOS 

(artículo 48 del Código Penal) 

La malversación de caudales públicos se regula en los arts. 432 a 435 CP, 

en la redacción vigente tras la LO 14/2022, que reordena el tipo en tres 

modalidades diferenciadas por el elemento subjetivo y el destino del 

patrimonio público siendo la modalidad presente el uso privado temporal sin 

ánimo de apropiación (art. 432 bis CP). Se trata de un delito especial propio 

cuyo eje es la posición de garante del patrimonio público, de modo que no basta 

una irregularidad administrativa: es preciso un acto típico de apropiación, uso 

privado o desviación de destino en el marco de la gestión de fondos o bienes 

públicos. Siendo los elementos característicos: 

a) Sujeto activo cualificado: autoridad o funcionario público (arts. 24 y 432 

CP) que, por razón de su cargo, tenga a su cargo la administración, 
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custodia o gestión de patrimonio público; y, en supuestos tasados, sujetos 

equiparados del art. 435 CP. 

b) Objeto material: patrimonio público (caudales, efectos, bienes, fondos o 

recursos públicos). 

c)  Dolo: conocimiento de la naturaleza pública del patrimonio y voluntad de 

realizar la conducta típica (con los matices de cada modalidad). 

d) Uso privado temporal destino a usos privados sin ánimo de 

apropiárselo.  

 

Lo que tiene pleno encaje con los hechos denunciados, habida cuenta de que el 

querellado es el funcionario de máximo rango dentro de la Policía Nacional, 

utiliza medios de titularidad pública (vivienda, vehículo, conductor, asesor) de 

forma intencionada a usos privados totalmente ajenos al servicio público para el 

que se encuentran destinados.  

Por todo ello, 

AL TRIBUNAL SUPLICO, que tenga por presentado este escrito, lo admita a 

trámite, en su virtud tenga por formulada QUERELLA CRIMINAL contra DON 

JOSÉ ÁNGEL GONZÁLEZ JIMÉNEZ, se sirva en admitirla y estimarla, 

acordando la apertura de diligencias de instrucción para la práctica de las 

diligencias de investigación que solicitadas y aquellas que se estimen oportunas 

contra el querellado, para la indagación y esclarecimiento de los delitos de 

Agresión Sexual, Lesiones, Coacciones y Malversación de Caudales Públicos 

con el agravantes de autoridad, sin perjuicio de aquellos otros que surjan a 

resultas de la instrucción. Todo ello en base a los hechos y argumentos 

expuestos en correlación a los fundamentos legales y jurisprudenciales que 

resultan de aplicación, 

Es Justicia, 
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En Huesca a 9 de Enero de 2026 

 

Jorge Piedrafita Puig 

Colegiado ICA Huesca Nº1261 

 

OTROSÍ DIGO: Que, al amparo de lo dispuesto en los artículos 299 y siguientes 

de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y en aras a garantizar el derecho de 

defensa y el principio de contradicción, interesa a esta parte la práctica de las 

diligencias de investigación detalladas en el apartado IV del escrito de querella, 

a fin de asegurar el esclarecimiento íntegro de los hechos y la depuración de las 

responsabilidades penales que pudieran derivarse. 

En consecuencia, SOLICITO al Juzgado que acuerde expresamente: 

1. Requerimiento documental al el Punto de Violencia de Rivas 

Vaciamadrid municipal para la remisión del informe de intervención 

psisocial realizada a la víctima, con el fin de acreditar la necesidad de 

tratamiento médico tras por las lesiones padecidas a consecuencia de los 

daños derivados de los hechos denunciados. 

2. Aporte de los partes médicos de la víctima, a efectos de acreditar las 

lesiones padecidas a consecuencia de los daños derivados de los hechos 

denunciados 

3. Incorporación de la Hoja de Servicios del investigado  Don José Ángel 

González Jimenez, para contrastar su destino y rango profesional objetiva 

que configura su posibilidad de superioridad. 

4. Interrogatorio, en calidad de investigado, de Don José Ángel González 

Jimenez, a fin de que sea interrogado de manera exhaustiva sobre los 

hechos objeto de la presente querella, en especial respecto a los criterios 

empleados en la evaluación, la motivación de sus decisiones y el 
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conocimiento real que tenían del evaluado. Deberá ser citado por medio 

de su superior jerárquico. 

5. Interrogatorio, en calidad de querellante, de Doña Víctima, a fin de que 

se ratifique y explique de manera exhaustiva y bajo juramento o promesa 

sobre los hechos objeto de la presente querella,  será citada por su propia 

representación. 

6. Prueba testifical, citando a declarar al Comisario y Asesor del DAO Don 

Óscar San Juan González. Todos ellos deberán ser citados por medio de 

su superior jerárquico. 

7. Prueba pericial informática, en caso de ser impugnada la autenticidad 

de las llamadas, mensajes y audios que se aportarán cuando el juzgado 

lo determine,  solicitando el nombramiento o comisión de agentes de la 

guardia civil con experiencia en peritaje judicial especializado para el 

cotejo, análisis forense y verificación tanto de la autoría como del 

contenido de dichos mensajes, con el fin de garantizar su validez 

probatoria y evitar cualquier manipulación o alteración. 

8. Documental que se aporta junto a la presente querella, consistente en la 

información y regulación interna que sustenta los indicios delictivos 

militares objeto de la instrucción 

Todo ello, con expresa reserva del derecho de esta parte a proponer ulteriores 

diligencias de investigación que resulten pertinentes en función del resultado de 

las anteriores, en garantía del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva 

(artículo 24 de la Constitución Española) y del principio de igualdad de armas 

procesales. 

AL TRIBUNAL SUPLICO, que tenga por formulada SOLICITUD DE PRUEBA, 

se sirva en admitirla y estimarla, acordando la práctica de las mismas  en base 

a los hechos y argumentos expuestos en correlación a los fundamentos legales 

y jurisprudenciales que resultan de aplicación, 

Es Justicia, 
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En Huesca a 9 de Enero de 2026 

 

Jorge Piedrafita Puig 

Colegiado ICA Huesca Nº1261 

 

 


